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Comisión Especial para Conocer y Dar Seguimiento Puntual  y Exhaustivo a las Acciones que han  emprendido las autoridades competentes en Relación a los Feminicidios Registrados en México

	PLAZO 
	RESOLUTIVO
	ELEMENTOS QUE INVOLUCRAN EL CABAL CUMPLIMIENTO DEL RESOLUTIVO
	AUTORIDADES RESPONSABLES
	SUPERVISIÓN DESDE LA COMISIÓN ESPECIAL DEL FEMINICIDIO

	Inmediato. 
	El Estado deberá conducir eficazmente el proceso penal en curso y, de ser el caso, los que se llegasen a abrir, para identificar, procesar y, en su caso, sancionar a los responsables materiales e intelectuales de la desaparición, maltratos y privación de la vida de las jóvenes González, Herrera y Ramos.

El Estado deberá realizar, dentro de un plazo razonable, las investigaciones correspondientes y, en su caso, sancionar a los responsables de los hostigamientos y amenazas a las familiares de las niñas asesinadas.
	i) se deberá remover todos los obstáculos de jure o de facto que impidan la debida investigación de los hechos y el desarrollo de los respectivos procesos judiciales.

ii) la investigación deberá incluir una perspectiva de género; emprender líneas de investigación específicas respecto a violencia sexual, para lo cual se deben involucrar las líneas de investigación sobre los patrones respectivos en la zona; realizarse conforme a protocolos y manuales que cumplan con los lineamientos de esta Sentencia; proveer regularmente de información a los familiares de las víctimas sobre los avances en la investigación y darles pleno acceso a los expedientes, y realizarse por funcionarios altamente capacitados en casos similares y en atención a víctimas de discriminación y violencia por razón de género;

iii) deberá asegurarse que los distintos órganos que participen en el procedimiento de investigación y los procesos judiciales cuenten con los recursos humanos y materiales necesarios para desempeñar las tareas de manera adecuada, independiente e imparcial, y que las personas que participen en la investigación cuenten con las debidas garantías de seguridad, y

iv) los resultados de los procesos deberán ser públicamente divulgados para que la sociedad mexicana conozca los hechos objeto del presente caso.
	· Procuraduría General de Justicia del Estado de Chihuahua

· Procuraduría General de la República

· Secretaría de Gobernación.

· Secretaría de Gobierno del Estado de Chihuahua.


	1. Se debe conformar un equipo especializado para la investigación de estos homicidios, que cuente con la participación de  especialistas internacionales en materia de investigación. 

2. Analizar los obstáculos que iure que impidan que otros casos puedan ser investigados de conformidad con los estándares que establece la CoIDH.

3. Dar seguimiento a las investigaciones e informar sobre los avances. 

4. Coadyuvar en los procesos de coordinación entre las diferentes autoridades involucradas en la investigación.  



	Plazo razonable –no deberá exceder de tres años-. 
	Investigar, por intermedio de las instituciones públicas competentes, a los funcionarios acusados de irregularidades y, luego de un debido proceso, aplicará las sanciones administrativas, disciplinarias o penales correspondientes a quienes fueran encontrados responsables.
	En el presente caso la Corte constató que no había sido sancionada ninguna de las personas que incurrió en las graves irregularidades ocurridas en la primera etapa de la investigación. (ni en la aludida segunda etapa) 


	· Procuraduría General de Justicia del Estado de Chihuahua

· Procuraduría General de la República

· Secretaría de Gobernación.

· Secretaría de Gobierno del Estado de Chihuahua.


	1. Se debe conformar un equipo especializado para la investigación de estos hechos que cuente con la participación de  especialistas internacionales en materia de investigación. 

2. Se deberán analizar los obstáculos que iure que impidan que otros casos puedan ser investigados de conformidad con los estándares que establece la CoIDH.

3. Dar seguimiento a las investigaciones e informar sobre los avances. 

4. Coadyuvar en los procesos de coordinación entre las diferentes autoridades involucradas en la investigación.  



	1 año (10 de diciembre de 2010).
	Acto público de reconocimiento de la responsabilidad, publicación de la sentencia y memorial de las víctimas (deberá ser ubicado en el campo algodonero).

 
	A criterio del Tribunal, en el presente caso es pertinente que el Estado levante un monumento en memoria de las mujeres víctimas de homicidio por razones de género en Ciudad Juárez, entre ellas las víctimas de este caso, como forma de dignificarlas y como recuerdo del contexto de violencia que padecieron y que el Estado se compromete a evitar en el futuro. El monumento se develará en la misma ceremonia en la que el Estado reconozca públicamente su responsabilidad internacional y deberá ser construido en el campo algodonero en el que fueron encontradas las víctimas de este caso.
	· Instituto de la Mujer Chihuahuense

· Municipio de Ciudad Juárez

· Secretaría de Gobernación.

· Secretaría del Estado de Chihuahua.


	 Se deberá supervisar que:

1. El compromiso del gobierno local es realizar un concurso para el diseño del memorial.

2. El memorial deberá contener  los nombres de todas las víctimas, aún y las no reconocidas por el Estado.
3. Deberá instalarse en el campo algodonero. 

4. El monumento se inaugurará cuando el Estado mexicano reconozca su responsabilidad y ofrezca disculpas. Las disculpas deberá realizarlas un alto funcionario. Las representantes de las víctimas solicitan que sea el Presidente de la República. 

5. Las palabras de disculpa y de reconocimiento de la responsabilidad deberán estar consensuadas con las víctimas.



	1 año (10 de diciembre de 2010).
	Pago de indemnizaciones; así como de gastos y costas. 
	
	· Secretaría de Gobernación.
· Secretaría de Hacienda y Crédito Público.
	1. Deberá supervisarse el pago de las indemnizaciones y gastos y costas.

	Inmediato
	Apoyo médico y psicológico a las víctimas.
	Debe considerar las necesidades de las víctimas, quienes tienen el derecho de elegir a la persona y la institución que deberá proporcionarles dicha atención.
	· Secretaría de Gobernación
· Secretaría de Gobierno de Chihuahua

· Secretaría de Salud

· Instituto de la Mujer Chihuahuense

· CONAVIM
	1. Deberá supervisarse que la atención que reciban sea con calidad y de acuerdo a sus necesidades.

	6 meses (10 de junio de 2010)
	Se debe publicar en 6 meses los párrafos de las sentencias que determinó la CoIDH en el DOF, 1 periódico nacional y 1 local. 

Se debe publicar en seis meses la sentencia completa en la página oficial del Estado.
	El Estado mexicano debe publicar los párrafos  113 a 136, 146 a 168, 171 a 181, 185 a 195, 198 a 209 y 212 a 221 de la Sentencia de Campo Algodonero, así como los puntos resolutivos de la misma.

Lo anterior, en cumplimiento del resolutivo 15 de dicha sentencia, que ordena: "El Estado deberá, en el plazo de seis meses a partir de la notificación de la Sentencia, publicar en el Diario Oficial de la Federación, en un diario de amplia circulación nacional y en un diario de amplia circulación en el estado de Chihuahua, por una sola vez, los párrafos.
	· Secretaría de Gobernación

· Secretaría de Gobierno del Estado de Chihuahua


	Se ha cumplido parcialmente este resolutivo. 

Se publicó el 8 de marzo de 2010 en el DOF y en el periódico “El Universal”. 


Falta su publicación en un periódico local. 

	Plazo razonable –no deberá exceder a 3 años-.
	Continuar con la estandarización de todos sus protocolos, manuales, criterios ministeriales de investigación, servicios periciales y de impartición de justicia, utilizados para investigar todos los delitos que se relacionen con desapariciones, violencia sexual y homicidios de mujeres, conforme al Protocolo de Estambul, el Manual sobre la Prevención e Investigación Efectiva de Ejecuciones Extrajudiciales, Arbitrarias y Sumarias de Naciones Unidas y los estándares internacionales de búsqueda de personas desaparecidas, con base en una perspectiva de género, conforme a lo dispuesto en los párrafos 497 a 502 de esta Sentencia. Al respecto, se deberá rendir un informe anual durante tres años.
	Los organismos internacionales que han analizado la violencia contra las mujeres y en particular su expresión extrema por privación de la vida en Ciudad Juárez han coincidido en que es necesario que los protocolos y criterios de investigación ministerial, y de servicios periciales vigentes en Ciudad Juárez tienen que modificarse y armonizarse con las normas internacionales que sobre la materia existen, atendiendo a los principios básicos del derecho internacional de los derechos humanos y a las directrices básicas de debida diligencia de investigaciones y acciones ministeriales.


	· Secretaría de Gobernación

· Secretaría de Gobierno del Estado de Chihuahua.

· Procuraduría General de la República.

· Procuraduría General de Justicia del Estado de Chihuahua.


	Se debe realizar un análisis para incorporar la perspectiva de género en los siguientes instrumentos internacionales:

Protocolo de Estambul, el Manual sobre la Prevención e Investigación Efectiva de Ejecuciones Extrajudiciales, Arbitrarias y Sumarias de Naciones Unidas y los estándares internacionales de búsqueda de personas desaparecidas.

Se debe incorporar estos criterios en los protocolos, manuales y criterios ministeriales. 



	Plazo razonable –no deberá exceder de 3 años-.
	Adecuar el Protocolo Alba, o en su defecto implementar un nuevo dispositivo análogo, conforme a las siguientes directrices.
	Los criterios que deberá contener este mecanismo son: 

i) 
implementar búsquedas de oficio y sin dilación alguna, cuando se presenten casos de desaparición, como una medida tendiente a proteger la vida, libertad personal y la integridad personal de la persona desaparecida; 

ii) 
establecer un trabajo coordinado entre diferentes cuerpos de seguridad para dar con el paradero de la persona; 

iii) 
eliminar cualquier obstáculo de hecho o de derecho que le reste efectividad a la búsqueda o que haga imposible su inicio como exigir investigaciones o procedimientos preliminares; 

iv) 
asignar los recursos humanos, económicos, logísticos, científicos o de cualquier índole que sean necesarios para el éxito de la búsqueda; 

v) 
confrontar el reporte de desaparición con la base de datos de personas, y 

vi) 
priorizar las búsquedas en áreas donde razonablemente sea más probable encontrar a la persona desaparecida sin descartar arbitrariamente otras posibilidades o áreas de búsqueda. Todo lo anterior deberá ser aún más urgente y riguroso cuando la desaparecida sea una niña. 
	· Secretaría de Gobernación

· Secretaría de Gobierno del Estado de Chihuahua.

· Procuraduría General de la República.

· Procuraduría General de Justicia del Estado de Chihuahua.

· Secretaría de Seguridad Pública del Estado de Chihuahua.

· Secretaría Federal de Seguridad Pública.


	1. La elaboración del protocolo involucre la participación de especialistas de diversas materias (peritos, policía investigadora, policía cibernética) así como de la academia y organizaciones de la sociedad civil. 

2. Asimismo,  deberá analizar las posibles reformas que se requieran para fortalecer la aplicar del Protocolo Alba o el dispositivo para investigar la desaparición de niñas y mujeres. 

3. Impulsar la implementación del 



	Plazo de 6 meses -10 de junio de 2010-.
	Creación de una página electrónica que contendrá la información personal necesaria de todas las mujeres, jóvenes y niñas que desaparecieron en Chihuahua desde 1993 y que continúan desaparecidas. 
	Dicha página electrónica deberá permitir que cualquier individuo se comunique por cualquier medio con las autoridades, inclusive de manera anónima, a efectos de proporcionar información relevante sobre el paradero de la mujer o niña desaparecida o, en su caso, de sus restos. La información contenida en la página electrónica deberá actualizarse permanentemente.
	· Secretaría de Gobernación

· Secretaría de Gobierno del Estado de Chihuahua.

· Procuraduría General de la República.

· Procuraduría General de Justicia del Estado de Chihuahua.

· Secretaría de Seguridad Pública del Estado de Chihuahua.

· Secretaría Federal de Seguridad Pública.


	La página deberá contar con información que comparta la PGR y las Procuradurías Estatales, considerando que Ciudad Juárez es una localidad de migrantes. 



	Plazo de un año –10 de diciembre de 2010-.
	Banco Nacional de Información Genética


	En este Banco Nacional de Datos, deberá contar con: 

i)
la información personal disponible de mujeres y niñas desaparecidas a nivel nacional;

ii)
la información personal que sea necesaria, principalmente genética y muestras celulares, de los familiares de las personas desaparecidas que consientan –o que así lo ordene un juez- para que el Estado almacene dicha información personal únicamente con objeto de localizar a la persona desaparecida, y 

iii)
la información genética y muestras celulares provenientes de los cuerpos de cualquier mujer o niña no identificada que fuera privada de la vida en el estado de Chihuahua. 


	· Secretaría de Gobernación

· Secretaría de Gobierno del Estado de Chihuahua.

· Procuraduría General de la República.

· Procuraduría General de Justicia del Estado de Chihuahua.

· Secretaría de Seguridad Pública del Estado de Chihuahua.

· Secretaría Federal de Seguridad Pública.


	Conformar un equipo especializado para la realización de este proyecto.
Se deberá revisar la experiencia de un país como Guatemala, a quién la CoIDH también mandato a “adoptar las medidas legislativas, administrativas y de cualquier otra índole que sean necesarias para crear un sistema de información genética, en los términos de los párrafos 91.b) y 98 de la presente Sentencia” (Caso Molina Theissen Vs. Guatemala),


	Se deberá informar anualmente durante 3 años sobre las acciones realizadas.
	El Estado debe continuar implementando programas y cursos permanentes de educación y capacitación en derechos humanos y género; perspectiva de género para la debida diligencia en la conducción de averiguaciones previas y procesos judiciales relacionados con discriminación, violencia y homicidios de mujeres por razones de género, y superación de estereotipos sobre el rol social de las mujeres dirigidos a funcionarios públicos en los términos de los párrafos 531 a 542 de la presente Sentencia. El Estado deberá informar anualmente, durante tres años, sobre la implementación de los cursos y capacitaciones.
	Los programas y cursos estarán destinados a policías, fiscales, jueces, militares, funcionarios encargados de la atención y asistencia legal a víctimas del delito y a cualquier funcionario público, tanto a nivel local como federal, que participe directa o indirectamente en la prevención, investigación, procesamiento, sanción y reparación. Dentro de dichos programas permanentes deberá hacerse una especial mención a la presente Sentencia y a los instrumentos internacionales de derechos humanos, específicamente, a los relativos a violencia por razones de género, entre ellos la Convención Belém do Pará y la CEDAW, tomando en cuenta cómo ciertas normas o prácticas en el derecho interno, sea intencionalmente o por sus resultados, tienen efectos discriminatorios en la vida cotidiana de las mujeres. Los programas deberán también incluir estudios sobre el Protocolo de Estambul y el Manual sobre la Prevención e Investigación Efectiva de Ejecuciones Extrajudiciales, Arbitrarias y Sumarias de Naciones Unidas. El Estado deberá informar anualmente, durante tres años, sobre la implementación de los cursos y capacitaciones.
	· Instituto Nacional de las Mujeres

· Instituto de la Mujer Chihuahuense

· Comisión Nacional para Prevenir y Erradicar la violencia contra la Mujeres 

· Secretaría de Educación Pública


	La Comisión Especial deberá supervisar:

1. Se establezca un programa de capacitación a los diferentes sectores que establece la sentencia. 

2. Los contenidos de los manuales de capacitación deberán estar vinculados con los contenidos establecidos en los protocolos. 

3. Se establezcan indicadores que midan el impacto de las capacitaciones que se realicen. 

	Informe anual por tres años. 
	Programa de educación para la población. 
	Teniendo en cuenta la situación de discriminación en contra de la mujer reconocida por el Estado, es necesario que éste realice un programa de educación destinado a la población en general del estado de Chihuahua, con el fin de superar dicha situación. A tal efecto, el Estado deberá presentar un informe anual por tres años, en el que indique las acciones que se han realizado con tal fin.
	· Instituto Nacional de las Mujeres

· Instituto de la Mujer Chihuahuense

· Comisión Nacional para Prevenir y Erradicar la violencia contra la Mujeres 

· Secretaría de Educación Pública


	La Comisión Especial deberá supervisar:

1. Se establezca un programa de educación dirigido a la población, que incluya los contenidos de la sentencia. 

2. Se establezcan indicadores que midan el impacto de las capacitaciones que se realicen.


La CoIDH revisará anualmente, durante tres años, los avances en el cumplimiento de la sentencia. 
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